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Obstáculos de la Constitución Política de la República para 
el Avance de la Protección de los Océanos 

AQ U Í  S E  A RG U M E N TA  Q U E  L A  N U E VA  C O N S T I T U C I Ó N  D E B I E R A  C O N T E M -

P L A R  LO S  S I G U I E N T E S  P R I N C I P I O S :

• El derecho humano a un medio ambiente sano.
• El derecho de las futuras generaciones y los colectivos difusos.
• La interdependencia entre el bienestar ambiental y humano, y el reconocimiento del valor in-
trínseco de la naturaleza.

Cuando se redactó la Constitución del 80, parecía ser innovadora en materia medioambiental, al 
reconocer como derecho fundamental en el artículo 19 N°8, el vivir en un medio ambiente libre 
de contaminación1. Sin embargo, el deterioro ambiental, la pérdida de biodiversidad, el cambio 
climático y los eventos extremos y la sobreexplotación de los recursos naturales, demuestran 
la necesidad de desarrollar principios y derechos constitucionales más fuertes y democráticos2.
Actualmente, uno de los principales mecanismos contemplados en la Constitución para que la 
ciudadanía pueda defender sus derechos fundamentales es  el recurso de protección ante las 
Cortes de Apelaciones y Suprema.
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E L  D E R E C H O  H U M A N O  A  U N  M E D I O  A M B I E N T E  S A N O 

Bajo la Constitución de 1980 primaba una mirada donde existía un “equilibrio ecológico” suscep-
tible de romperse por la contaminación, y que podía ser reestablecido a través de la tecnología y 
la regulación3. Hoy entendemos la salud ambiental en términos más complejos, extendiéndose a 
la interdependencia e integridad de ecosistemas; los problemas de sobreexplotación, escasez y 
agotamiento de recursos, la pérdida de biodiversidad y extinción de especies; y las necesidades 
de equidad y justicia ambiental. El texto actual de la Constitución no se condice con esta realidad 
dinámica y grave que debemos enfrentar.

Por mucho tiempo el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación fue interpre-
tado de forma literal y restringido, al referirse exclusivamente a sustancias o elementos conta-
minantes, cuyos límites son superados únicamente cuando una ley los establezca. Solo en dicho 
caso estaremos en presencia de contaminación y de la susceptibilidad de ver afectado el derecho 
Constitucional. 

Paulatinamente la Corte Suprema ha ido ampliando el ámbito de este derecho. En 2018, cuan-
do la Armada y el Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura (“Sernapesca”) autorizaron el verti-
miento al mar de 9.000 toneladas de salmones muertos o en descomposición, la Corte Suprema 
consideró que dicho acto era ilegal, a pesar de la inexistencia de una norma nacional que se viera 
infringida. Este fallo se alejó de la interpretación literal del derecho a vivir en un medio ambiente 
libre de contaminación, y reconoció que este derecho también se ve afectado cuando no se con-
sideran los riesgos generados a la vida y la salud.
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Observamos algo similar en la situación de contaminación que se vive en Quintero y Puchuncaví. 
En 2018, cuando más de 1.000 personas del área necesitaron atención médica por intoxicación, 
no se superaron los límites de contaminación permitidos por la legislación chilena. Es decir, en 
sentido literal, no se vulneró el derecho de los residentes de Quintero y Puchuncaví de vivir en un 
ambiente libre de contaminación. Sin embargo, en un fallo de 2019 la Corte Suprema condenó a 
distintas instituciones del Estado por su falta de acción frente a los episodios de contaminación4, 
al dilatar la formulación de un plan de descontaminación, no mantener un registro de contami-
nantes e ignorar o negar riesgos que deberían haber conocido. Concluyen los magistrados que, 
la actividad económica en Quintero, Ventanas y Puchuncaví, “ha supuesto una importante fuen-
te de contaminación” lo cual es una “clara y evidente transgresión del concepto de desarrollo 
sustentable reconocido en nuestro Derecho interno, así como por los tratados y convenciones 
internacionales.” Esto a pesar de que no sepamos qué gases y contaminantes provocaron la in-
toxicación aguda5.
Estos recientes fallos son señal de la necesidad de tener una nueva Constitución que garantice 
un derecho humano a vivir en un ambiente sano, como lo reconoce las Naciones Unidas desde 
20126.

E L  D E R E C H O  D E  L A S  F U T U R A S  G E N E R AC I O N E S  Y  LO S  C O L E C T I VO S  D I F U S O S

Ejercer el recurso de protección exige identificar un individuo que se vea directamente afecta-
do por las actividades u omisiones contaminantes7. El fallo de 2018 sobre la contaminación en 
Quintero y Puchuncaví da muestras de lo limitante que esto es. Este fallo acumuló doce recursos 
presentados por varias personas y entidades, entre ellas un Senador de la República, la alcaldesa 
de Puchuncaví, y la Municipalidad de Quintero. En sus respectivos recursos, estos tres recurrie-
ron “en favor de los habitantes de las comunas de Quintero y Puchuncaví” y por eso mismo fue-
ron descartados por la Corte Suprema8, al no haber un individuo específico que demuestre estar 
directamente afectado.

Esta característica impide que una municipalidad, representante comunal o un individuo puedan 
representar ante tribunales los intereses de colectivos difusos, o de las futuras generaciones que 
tendrán que sobrevivir con el legado ambiental que les dejemos. Esto es contrario al concepto de 
desarrollo sustentable, el que integra el principio de equidad intergeneracional reconocido en 
la Declaración de Río sobre Medio Ambiente de 1992 y que fue suscrita por Chile.  Así, la nueva 
Constitución debe reconocer el derecho de las personas, tanto presentes como futuras, a vivir en 
un medioambiente sano.
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L A  I N T E R D E P E N D E N C I A  E N T R E  E L  B I E N E S TA R  A M B I E N TA L  Y  H U M A N O,  Y  E L 

R E C O N O C I M I E N TO  D E L  VA LO R  I N T R Í N S E C O  D E  L A  N AT U R A L E Z A

La Constitución de 1980 sólo protege al medio ambiente en su relación al ser humano.9 Son las 
personas las que tienen el derecho a vivir en un ambiente libre de contaminación. Así lo han 
constatado numerosos fallos. Incluso, la jurisprudencia ha precisado que, en un sentido amplio, la 
protección del medio ambiente puede incluir también “la preservación y conservación del patri-
monio natural y cultural como las bellezas y recursos naturales”10. Es decir, aún desde esta pers-
pectiva, el medio ambiente se define por criterios humanos de estética y utilidad económica.

En 2018 se creó el Parque Nacional Kawésqar que incluye decenas de islas y mares internos, y 
que son una parte de los territorios y mares ancestrales del pueblo Kawésqar. En casi una de-
cena de casos, el Servicio de Evaluación Ambiental (SEA) ha eximido a empresas de la industria 
del salmón de consultar a comunidades Kawésqar, argumentando que al no vivir próximos a los 
centros de cultivo carecen del derecho a ser consultados11. Paulatinamente la Corte Suprema ha 
comenzado a cambiar esta visión, reconociendo en 2021 el derecho a participar de la comunidad 
Kawésqar As Wal Lajep, rechazando la interpretación restrictiva del SEA y realzando su conoci-
miento local y ancestral12.

Esta visión restringida que aplicó el SEA y que está presente en la Constitución conlleva al menos 
dos problemas. Primero, el derecho ha desligado ficticiamente el bienestar humano del ambien-
tal, los que son lógicamente inseparables desde múltiples disciplinas. Desde las ciencias natura-
les, la propia existencia del humano no se concibe sin la naturaleza. Un sinnúmero de áreas en el 
planeta contribuye indirectamente a nuestro bienestar, sin que estemos directamente relaciona-
dos con ellas. La Antártida, por ejemplo, captura CO2, y regula la temperatura y los ciclos del cli-
ma. Su protección permite mitigar los impactos del cambio climático, teniendo directo beneficio 
en nuestras vidas.  
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A su vez, hoy vivimos una crisis ambiental profunda que pone en peligro la viabilidad de la vida 
misma. Nos obliga a enfrentar dilemas éticos y conflictos sobre equidad y justicia, y plantearnos 
el derecho de la naturaleza a existir, no solo por su vínculo con un individuo, sino porque sostiene 
la vida en el planeta.13 En 1984 el abogado y activista ambiental chileno Godofredo Stutzin escri-
bió que la naturaleza no solo “reúne condiciones inigualables de organización, estabilidad, vitali-
dad y autonomía, sino que además cumple la función de mantener en nuestro planeta la esfera de 
la vida de la cual depende nuestra propia existencia”14.

De este modo, la nueva Constitución debe reconocer la dependencia del bienestar humano en el 
medioambiente y el valor intrínseco de la naturaleza. 
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